










 
Armenia, Quindío, Jueves 04 de Enero de 2024  
 
 
Doctor 
JUAN MIGUEL GALVIS BEDOYA 
Gobernador del Quindío 
Atte. Dirección Administrativa de Talento Humano 
Teléfono (606) 741770 Extensión 213 
E-mail: administrativa@gobernacionquindio.gov.co 
E.            S.           D. 
 
 

REFERENCIA Constitución Artículos 2o, 11, 13, 23, 25, 29, 42, 
44, 53, 83, 86, 123, 209 y 229. Decreto Nro. 
001197 de la Gobernación del Quindío fechado 
18 de Diciembre del año 2023. Resolución 
Nro.16897 del 20 de Noviembre del año 2023, 
emitido por la Comisión Nacional del Servicio 
Civil-CNSC.  

ACCIÓN 
LEGAL 
       

Petición con amparo Constitucional y Legal 
sobre la adopción de acciones afirmativas 
tendientes a mi Reubicación o Revinculación 
Laboral para evitar la conculcación de mis 
Derechos Constitucionales Fundamentales al 
Trabajo en conexidad con la Vida en 
condiciones dignas, el Mínimo Vital, la Igualdad 
de Oportunidades, la Protección especial a las 
Madres Cabeza de Hogar y de los Niños, la 
Seguridad Social, a la Salud, de Petición, el 
acceso a la Administración de Justicia y el 
respeto de la Dignidad Humana consagrados en 
los Artículos 25, 11, 53, 11, 43, 44, 48, 49, 23, 
229 y 1o del Estatuto Supremo de 1991; y con el 
fin de dar plena eficacia al principio de 
efectividad de los fines esenciales del Estado 
predicados en el Artículo 2o Ibídem.  

PRETENSORA Carmenza Tabares Leiva. C.C. Nro. 41.906.660 
de Armenia (Quindío). Madre Cabeza de Hogar 
en circunstancia de debilidad ostensible e 
indefensión manifiesta como Madre Cabeza de 
Hogar, por motivos de Salud como la limitación 
de la movilidad y la grave afectación del Mínimo 
Vital propio y de mi Núcleo Familiar al carecer 



de Fuentes Económicas para solventar las 
necesidades básicas propias y de mi Núcleo 
Familiar (Nieto Menor de Edad e Hijas). 

 

Respetado Señor Gobernador, 
 
Inicialmente son mis sinceros deseos de que se encuentre bien 
con su núcleo familiar, allegados y equipo de colaboradores, lo 
cual hago extensivo a sus respectivos seres queridos. 
Igualmente, que en este año 2024, DIOS derrame muchas 
bendiciones sobre sus vidas y que sea pletórico de éxitos 
personales y en beneficio de la Comunidad en general.  
 

I. PREÁMBULO NORMATIVO DE LA PETICIÓN. 
 

Coetáneo a lo indicado en precedencia, antes de abordar el 
examen del sensible asunto particular, es pertinente referirme 
al atributo fundante del Estado Social de Derecho cuya 
Cláusula General que lo regula tiene el poder jurídico de 
movilizar a los Órganos Públicos y Privados en el sentido de 
concretar, en cada momento, un modo de vida público y 
comunitario que ofrezca a las personas las condiciones 
materiales adecuadas para gozar de una igual Libertad y 
Oportunidades; el cual está consagrado en el Artículo 23 del 
Estatuto Superior de 1991, desarrollado en la Ley Estatutaria 
1755 de 2015, en armonía con las Disposiciones Normativas 
del Código de Procedimiento Administrativo y de lo 
Contencioso Administrativo contenido en la Ley 1437 de 2011, 
el cual le permite a los administrados elevar requerimientos 
respetuosos de interés general o particular ante los 
Organismos Estatales o Entes Privados, lo que significa que su 
ejercicio es el reflejo de principios elementales como la 
Libertad de Expresión, el Acceso a la Información y la 
Democracia Participativa, surgiendo para la parte destinataria 
de la reclamación el deber correlativo de responder la solicitud 
de manera pronta, oportuna y congruente, al tiempo que la 
contestación debe ser debidamente comunicada al 
interesado(a). 
 
En definitiva, se entiende que la prebenda esencial de Petición 



debe tener una solución que reuna las siguientes 
características basilares: 
 
SUFICIENCIA: Es decir que resuelva integralmente lo 
pretendido; EFECTIVIDAD: Ya que ha de desatar realmente la 
cuestión planteada; CONGRUENCIA: Porque ha de 
acomodarse a lo que se ha pedido, y: PUBLICIDAD: En tanto 
que debe ser adecuadamente noticiada al incoante, a fin de 
que pueda ejercer su Derecho Fundamental de Defensa y 
Contradicción que pregona el Artículo 29 de la Constitución, en 
caso de ser necesario. 
 
A la par el CONSEJO DE ESTADO, en la Sentencia 2733 del 
10 de Agosto de 1978, al referirse al Principio fundante en 
mientes, precisó que: 
 

"El derecho de petición es un atributo indispensable en la vida 
de los gobernados y pertenece al patrimonio cívico de los 
mismos". 

 
Ahora bien, por su parte la misma CORTE CONSTITUCIONAL 
al hacer el análisis jurídico en cuanto al tiempo de responder, 
la obligación de Notificar al Peticionario y el contenido de la 
Respuesta; en la Sentencia T-217 de 2017, recordó las 
siguientes Reglas: 
 

"Las peticiones deben ser resueltas dentro del término legal 
establecido para ello y según la Ley 1755 de 2015, toda 
petición debe resolverse en 15 días hábiles, a no ser que se 
trate de la petición de documentos o información, en cuyo 
caso el término deberá ser de 10 días hábiles, o de una 
consulta, en el que el término se extenderá a 30 días hábiles 
siguientes a la fecha de la presentación de la petición". 

(Resaltado propio). 
 

 En el marco del Estado Social de Derecho, la Asamblea 
Constituyente de 1991, concibió que las autoridades públicas 
están al servicio de la Persona Humana, por lo cual están 
obligadas a responder de fondo las solicitudes que eleven los 
Peticionarios sin dilaciones en su trámite. 
 



En el Orden Internacional, la Declaración Americana de los 
Derechos y Deberes del Hombre aprobada por la IX 
Conferencia Internacional Americana realizada en Bogotá en el 
año 1948, también consagra este Derecho así: 
 

"Artículo 24. Toda persona tiene derecho de presentar 
peticiones respetuosas a cualquier autoridad competente, ya 
sea por motivo de interés general, ya de interés particular, y 
de obtener pronta resolución".  

 
Se trata entonces de un Derecho de aplicación inmediata (C.P. 
Artículo 85), cuyos titulares son todas las personas mayores o 
menores de edad, nacionales o extranjera, que permite acudir 
ante las diversas autoridades o ante los particulares, para la 
protección de Derechos Fundamentales verbalmente o por 
escrito, para obtener pronte solución sobre lo solicitado o 
reclamado. 
 
En síntesis, esta prescripción Normativa cumpe una función 
valiosa para las personas, en tanto por medio de este 
innovador instrumento se garantizan reitero, otros Derechos 
Fundamentales y se puede tener acceso a la Información y 
Documentación que repose en las Entidades sobre situaciones 
de interés general o particular, siempre y cuando se atienda lo 
dispuesto en el Artículo 74 del Código Supremo, esto es que 
no se trate de información que por Ley tenga el carácter de 
reservada. 
 
La Jurisprudencia de la máxima Corporación Constitucional de 
Colombia, se ha ocupado de explicar su alcance, haciendo 
énfasis en su importancia para hacer efectiva la participación 
democrática, al manifestar: 
 

"El derecho fundamental de petición, consagrado en el 
artículo 23 de la Carta Política, es determinante para la 
efectividad de los mecanismos de la democracia participativa, 
pues permite a toda persona solicitar a las autoridades la 
adopción de decisiones o la formulación de explicaciones 
acerca de las decisiones adoptadas y que de manera directa o 
indirecta les afectan. Así mismo, el derecho de petición 
también puede conllevar solicitudes de información o 
documentos, copias, formulación de consultas, etc., esto, en 



virtud de los artículos 5 y subsiguientes del Código 
Contencioso Administrativo. De esta forma, la voluntad del 
Constituyente de incluir el derecho de petición dentro del 
capítulo de la Carta Política conocido como "de los derechos 
fundamentales" no fue otra que garantizar, de manera expresa, 
a los gobernados la resolución pronta y oportuna de la 
cuestión que les atañe, pues de nada serviría la posibilidad de 
dirigirse a la autoridad si ésta no resuelve o se reserva para sí 

el sentido de lo decidido" (Negrilla agregada). 
 
Bajo la óptica Jurisprudencial prementada, CARMENZA 
TABARES LEIVA, mayor de edad (nacida el 10/06/1965), con 
residencia y domicilio en éste ente territorial, Carrera 24 Nro. 
1A-02, Barrio la Arboleda, identificada para todos los 
pertinentes efectos Civiles, Administrativos, Judiciales y 
Constitucionales tal como lo manifiesto en el proemio de la 
presente Súplica, y en ejercicio de la habilitación Supralegal 
que me otorga el Artículo 23 de la Carta Magna, me dirijo con 
la consideración y debido respeto ante su digno Despacho, de 
acuerdo con la órbita de su competencia Misional en el 
propósito relevante de ejercer en mi propio nombre y 
representación los atributos fundantes del Estado Social de 
Derecho antecedentes, con el fin de solicitar y tener acceso a 
la información, documentación y decisión sobre el asunto que 
indicaré en la solicitud que formulo a continuación dentro del 
sensible caso que coloco a continuación en conocimiento de su 
preclara conciencia jurídica y sabio criterio Doctrinal en el Área 
Administrativa; la cual se encuentra directamente armonizada 
con el Pronunciamiento Jurídico del DEPARTAMENTO 
ADMINISTRATIVO DE LA FUNCIÓN PÚBLICA-DAFP, de 
fecha 24 de Enero de 2022, y  los Tratados, Pactos y 
Convenciones Internacionales sobre DERECHOS HUMANOS, 
ratificados por el Congreso de Colombia y los que el Artículo 
93 Superior, les confiere el carácter de Norma Prevalente en el 
Orden Interno al ajustarse a las Dispociones Supralegales que 
atañen con los Derechos Fundamentales, además de 
otorgarles la condición de criterio de interpretación 
Constitucional para buscar el sentido de los Derechos y 
Deberes establecidos en la Carta Política; y en tal méri to me 
permito elevarle: 
 



II. PRETENSIONES ESENCIALES 
 
PRIMERA.- Que la GOBERNACIÓN DEL QUINDÍO, a su 
digno cargo, se sirva garantizarle a la Pretensora 
CARMENZA TABARES LEIVA, identificada con la Cédula de 
Ciudadanía Nro. 41.906.660, mis Derechos Fundamentales 
AL TRABAJO EN CONEXIDAD CON LA VIDA EN 
CONDICIONES DIGNAS, EL MÍNIMO VITAL, LA IGUALDAD 
DE OPORTUNIDADES, LA PROTECCIÓN ESPECIAL A LAS 
MADRES CABEZA DE HOGAR Y DE LOS NIÑOS, LA 
SEGURIDAD SOCIAL, A LA SALUD, DE PETICIÓN, EL 
ACCESO A LA ADMINISTRACIÓN DE JUSTICIA Y EL 
RESPETO DE LA DIGNIDAD HUMANA, consagrados en los 
Artículos 25, 53, 13, 43, 44, 48, 49, 23, 229 y 1o de la 
Constitución Nacional del año 1991. 
 
SEGUNDA.- Que de conformidad con la Tutela Jurídica 
suplicada y  con el fin de dar plena eficacia al principio de 
efectividad de los fines esenciales del Estado plasmados 
en el Artículo 2o del Código Superior Colombiano, 
garantizándome de paso la ESTABILIDAD LABORAL 
REFORZADA,  en consideración a que, mediante el 
Decreto Nro. 001197 de fecha 18 de Diciembre próximo 
pasado  mi nombramiento en el cargo de AUXILIAR DE 
SERVICIOS GENERALES Código 470 Grado 02, de la Planta 
Central de la GOBERNACIÓN DEL QUINDÍO, se ha dado por 
terminado y por ende se ha determinado mi desvinculación 
laboral en forma absoluta una vez se posesione la Señora 
SANDRA MILENA VELASCO ROMERO, como consecuencia 
de la aplicación de la LISTA DE ELEGIBLES adoptada por la 
COMISIÓN NACIONAL DEL SERVICIO CIVIL-CNSC, adiada 
20 de Noviembre del año 2023. Radicación Nro. 
2023RES-400.300.24-093992, de la cual también formo 
parte; se adelanten dentro de los términos Normativos las 
acciones afirmativas y efectivas a que hubiere lugar para 
evitar la vulneración de mis Derechos Fundamentales 
invocados en el sentido de ser REUBICADA o 
REVINCULADA en otro Cargo, teniendo en cuenta que nos 
encontramos ante un hecho notorio de vulnerabilidad e 
indefensión  como son las delicadas y especiales 



condiciones  en que me desenvuelvo en mi condición de 
MUJER CABEZA DE HOGAR, por motivos de SALUD con 
limitación en la movilidad, y el NO contar con otra fuente 
de ingreso económico para solventar mis necesidades 
básicas y las de mi Núcleo Familiar (Nieto menor de edad y 
dos hijas mayores); lo cual está previa y plenamente 
acreditado según el amparo Constitucional otorgado en 
primera y segunda instancia por el JUZGADO CUARTO 
ADMINISTRATIVO Y EL TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DEL 
QUINDÍO SALA TERCERA DE DECISIÓN, e idóneamente 
documentado dentro de mi correspondiente HOJA DE VIDA 
bajo la custodia de esa Entidad Departamental.  
 
TERCERA.- Que se me otorgue la información necesaria y 
completa para acceder de manera efectiva y oportuna a los 
demás beneficios y prerrogativas Constitucionales y 
Legales que del Proceso Administrativo requerido se 
deriven de manera adicional. 
 
CUARTA.- Que en aras de la transparencia plena y 
permanente, rectitud, moralidad, imparcialidad, publicidad 
y ejecución del estigma garantista que debe caracterizar a 
la FUNCIÓN PÚBLICA, solicito que cualquier actuación que 
se despliegue en el asunto que concita la atención de la 
Pretensora y de la Gobernación, así como sus respectivos 
resultados, me sean Notificados de manera oportuna y 
completa en la Dirección Electrónica que se registra al final 
de la presente reclamación. 
 
QUINTA.- Que en el evento de ser negado lo requerido en 
mi respetuosa y justificada Petición, le solicito se sirva 
informarme las razones de Orden Legal ajustadas a los 
Preceptos Supralegales que regulan los Derechos 
Fundamentales invocados con antelación, la 
Jurisprudencia de la Corte Constitución sobre la temática 
tratada, los Pactos, Tratados y Convenciones 
Internacionales sobre Derechos Humanos, que sustentan 
su decisión. 
 

III. FUNDAMENTOS DE LA PETICIÓN 



 
1.- Como es sabido por la Entidad territorial a su digno cargo, 
la Suplicante CARMENZA TABARES LEIVA, desde hace 
varios años laboro al servicio de este Departamento, 
debidamente posesionada ejerciendo actualmente  el cargo de 
AUXILIAR DE SERVICIOS GENERALES Código 470 Grado 
02, ubicado en la SECRETARÍA ADMINISTRATIVA DE LA 
PLANTA CENTRAL DE LA GOBERNACIÓN DEL QUINDÍO , 
con el carácter de Provisionalidad; cuya labor que he 
desempeñado de acuerdo a mi Hoja de Vida con idoneidad, 
eficiencia, dedicación, responsabilidad y ética,  conlleva como 
Contratista y Servidora Pública, un lapso aproximado de 
dieciseis (16) años. Lo contrario debe probarse 
idóneamente.  
 
2.- También es conocido por la Entidad Patronal que, el día 26 
de Agosto de 2019, sufrí un Accidente de Tránsito  con  
diagnósticos médicos de esguinces y torceduras ante el 
compromiso del ligamento cruzado (anterior) (posterior) y otros 
trastornos internos de la rodilla derecha, de los meniscos, 
contusión del codo, contusión de la rodilla, quemadura de 
segundo y tercer grado en región popilítea pierna derecha, 
quemadura de la cadera y del miembro inferior de tercer grado 
excepto tobillo, por lo cual me fue realizado injerto cutáneo  
en región poplitea derecha más artroscopia terapéutica con 
ligamentoplastía rodilla derecha, entre otros Procedimientos. 
 
3.- Como secuela o corolario de lo hasta aquí discurrido, y  
consecuencia lógica del accidente en cita, se me generaron 
INCAPACIDADES MÉDICAS que superan los ciento ochenta 
(180) días; debiendo por consiguiente elevar Petición a la 
Entidad Departamental tendiente a obtener su reconocimiento y 
pago y ante la negativa inexcusable en tal dirección, acudir al 
innovador instrumento Constitucional consagrado en el Artículo 
86 de la Carta Fundamental  cuyo reclamo me fue amparado 
positivamente en primera instancia por parte del JUZGADO 
CUARTO ADMINISTRATIVO DE ARMENIA (QUINDÍO) , 
mediante la Sentencia adiada 9 de Febrero del año 2021. 
Radicación Nro. 63-001-3333-004-2021-00005-00, el cual fue 
CONFIRMADO a través de la Sentencia emitida en data 11 de 



Marzo de la misma anualidad por parte del TRIBUNAL 
ADMINISTRATIVO DEL QUINDÍO, SALA TERCERA DE 
DECISIÓN. Radicado Nro. 63-001-3333-004-2021-00005-01 
 
4.- De otro lado, se avista en el caso concreto que, a raíz de lo 
expuesto líneas atrás, fuí reubicada en la Sección de Archivo 
donde a la fecha de hoy (Jueves 04 de Enero hogaño) ejerzo 
funciones de Mensajería  debido a las secuelas traumáticas y 
físicas que me quedaron como la limitación en movilidad, la 
imposibilidad de doblar el pie derecho y el dolor constante, 
para lo cual además de no poder permanecer mucho tiempo de 
pie, me debo apoyar de manera permanente en un bastón de 
un solo punto para mis desplazamientos, entre otras 
afecciones básicas.  
 
5.- Complementariamente, a la fecha de interposición de este 
pedimento, cuento con un Concepto de Rehabilitación NO 
Favorable proferido por la Doctora OLGA CRISTINA NAVAS 
CONTRERAS, Cedulada bajo el Nro. 51.921.021, y con R.M. 
Nro. 152390/1995, adscrita a la Empresa Promotora de Salud 
MEDIMÁS (Régimen Contributivo). 
 
6.- Ahora, con apoyo en el descrito panorama, nace así la 
obligatoriedad para la Administración Departamental, ineludible 
por ministerio de la Ley Sustantiva y mandato imperativo de la 
Constitución, de NO desproteger a sus empleados cuando por 
condiciones de Salud o enfermedad requieran de su asistencia 
legal, y no incurrirse en que cuando más necesaria es la 
asistencia Social del Estado encarnado en la GOBERNACIÓN 
DEL QUINDÍO, ésta me abandona a mi suerte como en mi caso 
particular acontece de manera inexorable lesionándoseme en 
uno de los campos más preciosos, como lo es el de la 
Seguridad Asistencial (Salario y Salud) y Bienestar Social 
derivado del MÍNIMO VITAL; máxime teniendo en cuenta que 
cuando empecé a trabajar en este ente territorial estaba en 
condiciones óptimas, de allí que se decretara mi vinculación 
laboral. 
 
Al respecto se precisa que, la Constitución Política de 
Colombia en su Artículo 48, ha determinado que la 



SEGURIDAD SOCIAL es una garantía Constitucional, cuyo 
Objeto es el de asegurar la integridad de las personas y su  
ejecución está en manos tanto de Entidades Públicas como de 
las Privadas. 
 
Concomitantemente, el Mínimo Vital es considerado según lo 
indica la Corte Constitucional en su Sentencia T-157 de 2024, 
como aquella parte del ingreso del Trabajador destinado a 
solventar sus necesidades básicas y del Núcleo Familiar 
dependiente, tales como: Alimentación, Vivienda, Salud, 
Educación, Recreación, Servicios Públicos Domiciliarios, 
entre otras Prerrogativas que se encuentran previstas 
expresamente en la Carta Política y que además posibilitan el 
mantenimiento de la Dignidad del individuo como Principio 
fundante del Ordenamiento Jurídico Constitucional.  
 
7.- De otro lado, cabe agregar en el asunto bajo análisis  que, 
el único ingreso económico con que cuento para sufragar mis 
necesidades básicas y el de mi Núcleo Familiar descritas en 
precedencia, es mi Salario actual, y como es obvio, al estar ad 
portas de privado del recurso que constituye el Mínimo Vital 
quedaré totalmente desamparada con la connotación de que 
también se afectarán los Derechos inalienables de mi Nieto 
JUAN DAVID BERMÚDEZ TABARES de cinco (5) años de 
edad, sujeto de especial protección Constitucional al tenor de 
lo pregonado en el Artículo 44 de la Carta Magna, y del Código 
de Infancia y Adolescencia contenido en la Ley 1098 de 2003; 
y de mis hijas DAYANA CAROLINA JIMÉNEZ TABARES  de 
veintidós (22) años, y VALENTINA JIMÉNEZ TABARES de 
veinte (20) años, quien estudia la Carrera de SALUD 
OCUPACIONAL; los cuales están a mi cargo y dependen de 
mi. 
 
Sobre el particular, me permito resaltar que que, el Mínimo 
Vital de acuerdo con lo dispuesto en los Artículos 1o, 2o, 5o, 
25 y 53 de la Constitución Política, incorpora un componente 
Social que obliga al Estado a considerar a la persona en su 
plena dimensión, no sólo material sino espiritual, cuya 
subsistencia digna, no se agota en la simple manutención, 
mediante el suministro de alimentos, sino que involucra todas 



las necesidades inherentes a su condición de SER HUMANO, 
inserto en la familia y en la misma Sociedad. 
 
Así las cosas, se hace evidente igualmente para la Corte 
Constitucional, la vulneración al Mínimo Vital al dar plena 
eficacia al principio de efectividad de los Derechos 
Fundamentales consagrados en el Artículo 2o Superior 
(artículo 2 C.P.) y a los postulados del Estado Social de 
Derecho concede la protección al mínimo vital.  
 
En tal sentido, se reitera lo expuesto en la Sentencia T-426 de 
1992 de la Corte Constitucional, en la que se expresa en tal 
sentido que: 
 

"Toda persona tiene derecho a un mínimo de condiciones para 
su seguridad material. El derecho a un mínimo vital, derecho 
que no sólo incluye la facultad de neutralizar las situaciones 
violatorias de la dignidad humana, o la de exigir asistencia y 
protección por parte de personas o grupos discriminados, 
marginados o en circunstancias de debilidad manifiesta (CP 
art. 13), sino que, sobre todo, busca garantizar la igualdad de 
oportunidades y la nivelación social en una sociedad 
históricamente injusta y desigual, con factores culturales y 

económicos de grave incidencia en el “déficit social" (Corte 
Constitucional, 1992, p. 3). 

 
Es importante señalar que el Mínimo Vital fue consagrado en la 
Declaración de Derechos Humanos, de la Organización de 
Naciones Unidas de 1948, la cual en sus Artículos 23 y 25, 
establece lo siguiente: 
 

Artículo 23 Numeral 3°: Toda persona que trabaja tiene 
derecho a una remuneración equitativa y satisfactoria,  que le 
asegure, así como a su familia, una existencia conforme a la 
dignidad humana y que será completada, en caso necesario, 
por cualesquiera otros medios de protección social.  
 
Artículo 25: Subsistencia digna: (…) Toda persona tiene 
derecho a un nivel de vida adecuado que le asegure, así como 
a su familia, la salud y el bienestar, y en especial [ -que no 
exclusivamente-], la alimentación, el vestido, la vivienda, la 
asistencia médica y los servicios sociales necesarios (…)  

 



El Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y 
Culturales (PIDESC) de la Organización de Naciones Unidas 
de 16 de Diciembre de 1966, desarrolla en sus Artículos 7 y 11, 
el Derecho al Mínimo V ital, enfatizando en los derechos de 
cualquier individuo a tener un nivel de vida adecuad, en este 
mismo sentido el Protocolo Adicional a la Convención 
Americana sobre Derechos Humanos en materia de Derechos 
Económicos, Sociales y Culturales (Protocolo de San 
Salvador). 
 
Es indispensable anotar que la suscripción de los Tratados 
Internacionales de Derechos Humanos por los Estados supone 
la adquisición de una serie de obligaciones generales, 
concretamente las de respetar, adoptar y garantizar a todas las 
personas sometidas a su jurisdicción, todos los Derechos 
Humanos reconocidos en tales Tratados, así el Mínimo Vital es 
un Derecho que implica adoptar las medidas que sean 
necesarias, para garantizar su goce y ejercicio.  
 
8.- En definitiva, se entiende que las prebendas esenciales del 
Estado Social de Derecho donde tiene su génesis mis 
respetuosa y justificada Petición, están amenazadas de 
transgresión en el caso específico con el agravante de los 
ostensibles perjuicios irremediables que se me causarán de 
manera complementaria  con mi desvinculación laboral, como 
quiera que estoy pagando actualmente las Obligaciones 
contraídas con el BANCO DE OCCIDENTE por valor de 
$35.000.000., y la COOPERATIVA APISCOP, entre otras. 
 
9.- El Concepto de lesión antecedente nos lleva a traer a 
colación que la Corte ha reconocido en su reiterada y sabia 
Jurisprudencia que,  dentro de las personas que ocupan en 
Provisionalidad Cargos de Carrera, pueden encontrarse sujetos 
de especial protección Constitucional, como las Madres y 
Padres cabeza de Familia y las personas en situación de 
discapacidad, a los que, SI bien NO se les otorga un Derecho 
indefinido a permanecer en ese tipo de vinculación laboral, en 
virtud del Derecho ostentado por las personas que acceden por 
Concurso de Méritos, SI surge una Obligación Jurídica 
Constitucional proclamada en el Artículo 13 Superior, de 



propiciar un trato preferencial como medida de acción 
afirmativa. 
 
En Síntesis, siguiendo lo indicado por la SALA PLENA DE LA 
CORPORACIÓN CONSTITUCIONAL prementada, en la 
Sentencia de Unificación de Jurisprudencia SU-446 de 2011, 
cuando con fundamento en el Principio de Provisionalidad  por 
un sujeto de especial protección como las Madres o Padres 
cabeza de Familia, limitados físicos, psíquicos o sensoriales y 
Prepensionados, en aplicación de medidas afirmativas 
dispuestas en la Carta Fundamental de 1991 (Artículo 13 
Numeral 3o), y en la materialización del Principio de 
Solidaridad Social (C.P. Artículo 95 Ibídem), se debe proceder 
con especial cuidado previendo dispositivos tendientes a no 
lesionar sus Derechos y en caso de NO adoptarse tales 
medidas, de ser posible han de ser vinculados de nuevo en 
Provisionalidad en un Cargo similar o equivalente al que 
venían ocupando de existir la vacante, siempre y cuando 
demuestren una de esas condiciones tanto para la época de su 
desvinculación, como en el momento del posible 
nombramiento. 
 
10.- Para CONCLUIR mi respetuosa disertación, asevero que, 
por gracia de las Disposiciones Supralegales invocadas líneas 
atrás y los argumentos y Doctrina Consti tucional que sustentan 
el presente pedimento, como puede observarse con extrema 
luminiscencia en el asunto expuesto, mis justificadas 
Pretensiones es el único medio que se da como correctivo 
inmediato y mediato de un probable agravio cometido en mi 
contra, siendo proceder de Justicia Social de la 
GOBERNACIÓN DEL QUINDÍO Y DE LA DIRECCIÓN 
ADMINISTRATIVA DE TALENTO HUMANO,  Revocarlo y 
Extinguirlo por medio de un acto administrativo que resarza el 
posible daño causado y lleve al pleno restablecimiento de mis 
Derechos de estirpe Constitucional Fundamental ad portas de 
ser vulnerados. 
 
Desde la óptica aquí mencionada, respetuosamente manifiesto 
al Señor Gobernador que las anteriores consideraciones y 
apreciaciones fácticas de Orden Legal y Jurisprudencial nos 



permiten manifestar que las causales invocadas en el presente 
documento tienen la fuerza demostrativa suficiente aceptarlas 
probadas, procediendo la admisibilidad y tramitación de mi 
justa reclamación; pues como es de suponer, la lamentable 
situación donde se funda y materializa mi desprotección 
laboral, me aboca a situaciones traumáticas de toda índole 
(Psicológicas, Morales y Físicas). 
 
ACEPTAR LO CONTRARIO SERÍA COMO PROPICIAR UNA 
PERMANENTE INSEGURIDAD JURÍDICA DE LOS 
ADMINISTRADOS FRENTE A LAS ACTUACIONES 
SUPUESTAMENTE IRREGULARES DE LAS ENTIDADES 
PÚBLICAS Y EMPRESAS PRIVADAS. 
 

IV. SUSTENTO CONSTITUCIONAL DE LA PETICIÓN 
 
La Constitución de 1991 adoptó el modelo de Estado Social de 
Derecho fundado en el respeto de la Dignidad Humana y la 
Solidaridad (Artículo 1º), que tiene como fin esencial 
“garantizar la efectividad de los principios, derechos y 
deberes consagrados en la Constitución”.  
 
En razón de ello, desde sus inicios, la máxima Corporación 
Constitucional de Colombiaha señalado que el Estado tiene la 
obligación de: 
 

 “esforzarse en la construcción de las condiciones 
indispensables para asegurar a todos los habitantes del país 
una vida digna dentro de las posibilidades económicas que 

estén a su alcance”.  
 
En tal mérito, la Corte pasa a explicar el mencionado deber 
que se relaciona, principalmente, con los Derechos al MÍNIMO 
VITAL y a la IGUALDAD MATERIAL, de lo cual se destaca en 
síntesis, los siguientes aspectos relevantes: 
 

"El derecho al mínimo vital esta fundado en “los principios del 
Estado Social de Derecho, la dignidad humana y la 
solidaridad, en concordancia con los derechos fundamentales 
a la vida, a la integridad personal y a la igualdad”. Este 
reconoce la garantía que tiene toda persona a gozar de “las 



condiciones materiales que le permitan llevar una existencia 
digna”. De manera que, “constituye una pre -condición para el 
ejercicio de los derechos y libertades constitucionales de la 
persona y en una salvaguarda de las condiciones básicas de 
subsistencia, puesto que sin un ingreso adecuado a ese 
mínimo no es posible asumir los gastos más elementales, 
como los correspondientes a alimentación, salud, educación o 

vestuario". (Resaltado propio).  
 
De ahí que, el Estado tenga un deber de especial protección 
del Derecho al Mínimo Vital, en concreto su dimensión positiva, 
respecto de las personas en situación de vulnerabilidad. Dicho 
mandato, encuentra sustento también en el derecho a la 
Igualdad Material, como se expone enseguida. 
 

"El artículo 13 de la Constitución consagra el deber del Estado 
de promover “las condiciones para que la igualdad sea real y 
efectiva”; además, señala, que “[e]l estado protegerá 
especialmente a aquellas personas que por su condición 
económica, física o mental, se encuentren en circunstancia de 
debilidad manifiesta…”. Dicho mandato constitucional 
establece el derecho a la igualdad material de las personas en 
situación de vulnerabilidad, frente a quienes se deben adoptar 
acciones de protección especial, para garantizar el goce 
efectivo de sus derechos. Ello, con el objetivo de “nivelar las 
fuerzas … con el fin de que interactúen en condiciones 
equitativas en el juego democrático y para efecto de potenciar 
el diálogo y la construcción de la sociedad y las 
instituciones.”[53] En esa medida, se  trata del reconocimiento 
de que: “la universalidad de las garantías constitucionales se 
logra mediante el trato diferencial, sin el cual la concreción de 
los postulados constitucionales sería deficitaria y tendría un 
impacto limitado.”, 

 
Como se deduce del Artículo 13 Superior, además de la 
situación de vulnerabilidad originada en razones económicas, 
existen factores como el género, la etnia, la edad, entre otros, 
frente a los que el Estado debe enfocar sus esfuerzos para 
propender por su Igualdad real y efectiva. Aunque resulta 
razonable que el Legislativo y el Ejecutivo diseñen y ejecuten 
Políticas Públicas dirigidas a ciertos Sectores Poblacionales de 
acuerdo a unos objetivos específicos, en atención a la 
complejidad de los fenómenos de desigualdad, conviene 



incorporar un enfoque interseccional en el diseño, 
implementación y evaluación de Programas Sociales.  
 
Ello, en concordancia con la Jurisprudencia Constitucional que 
ha señalado la relevancia de que las acciones del Estado 
tendientes a procurar el goce efectivo de la Igualdad Material 
adopten dicho enfoque, como una herramienta para responder 
de manera integral con estándares de protección 
Constitucional a los Grupos Poblacionales en los que 
convergen diversos factores de discriminación. 
 

V. RESPALDO PROBATORIO 
 

Para acreditar lo afirmado con antelación y llevar al convencimiento 
sobre la viabilidad de mis respetuosas y justas Peticiones, que en 
cumplimiento de lo dispuesto por el Artículo 29 Superior, se valoren, 
aprecien y se tengan en cuenta los actos administrativos emitidos por 
la GOBERNACIÓN DEL QUINDÍO, amparo Constitucional otorgado 
por el JUZGADO CUARTO ADMINISTRATIVO Y TRIBUNAL 
ADMINISTRATIVO SALA TERCERA DE DECISIÓN DEL QUINDÍO, y 
demás soportes documentales que reposan en mi correspondiente 
Hoja de Vida e Historia Clínica bajo la custodia de esa Entidad 
Departamental. 
 

VI. FUNDAMENTOS DE DERECHO. 
 
Son aplicables al caso en cuestión, los artículos 2º, 11, 13, 46, 48 y 49  
de la Constitución Nacional; Ley 100 de 1993; Declaración Universal 
de los Derechos Humanos, Artículos 2 y 7 (sobre igualdad de 
derechos e igualdad ante la ley); Pacto Internacional de Derechos 
Económicos, Sociales y Culturales-Ley 74 de 1968, Artículo 3 (que 
versa sobre igualdad de sexos); Pacto Internacional de Derechos 
Civiles y Políticos-Ley 74 de 1968, Artículos 14, 23 y 26 (concerniente 
a la igualdad, principios procesales, igualdad de derechos 
políticos y derecho a la protección de la Ley sin discriminación); 
Convención Americana sobre Derechos Humanos-Ley 16 de 1972, 
Artículos 1 y 24 (que atañe sobre ausencia de discriminación e 
igualdad ante la Ley); Convención Internacional-Ley 22 de 1981 
(perteneciente a la eliminación de todas las formas de 
discriminación racial), entre otras Disposiciones Normativas. 



  
La presente acción constitucional también debe ser estudiada y tenida 
en consideración por su Despacho, bajo los siguientes  
 

FUNDAMENTOS NORMATIVOS CONEXOS 
 

CONSTITUCIÓN POLÍTICA 
 
Artículos 1 (Respeto de la Dignidad Humana), 23 (Derecho de 
Petición), 29 (Debido Proceso y Defensa Material), 42 (Protección a la 
Familia,  83 (Buena Fe). 
 
DISPOSICIONES NORMATIVAS 
 
Ley 1755 de 2015, en sus Artículos 13 al 33 y las normas 
concordantes al Derecho de Petición en interés particular. 
Ley 1712 de 2014. Ley de Transparencia y del Derecho de Acceso a la 
Información Pública Nacional. 
 
INSTRUMENTOS INTERNACIONALES 
 
Tratados, Pactos y Convenciones Internacionales sobre DERECHOS 
HUMANOS, ratificados por Colombia y que prevalecen en el orden 
interno y son de estricto acatamiento según lo dispuesto por el artículo 
93 del Estatuto Superior de 1991 vigente. 
 

VII.COMPETENCIA Y LEGITIMIDAD DE LA ACCIÓN. 
 

Esta solicitud es procedente de conformidad con lo establecido en los 
artículos 2º, 11, 13, 23, 25, 29, 43, 53, 83, 209 y 229 del Estatuto 
Supremo , ya que lo que se pretende es que se garanticen los 
derechos y principios fundamentales en ella invocados; por lo cual 
dada la  naturaleza de la Petición y de conformidad con las Normas 
que regulan la reclamación incoada, dicho instrumento está dentro de 
la órbita misional de la GOBERNACIÓN DEL QUINDÍO Y DE LA 
DIRECCIÓN ADMINISTRATIVA DE TALENTO HUMANO, para 
avocar su conocimiento, darle  el correspondiente trámite y desde 
luego la solución de fondo. 
 

VIII. NOTIFICACIONES PERSONALES 



 
Para la obtención de los fines jurídicos y humanistas aquí perseguidos, 
así como para la obtención de la respectiva respuesta que debe ser 
brindada de buena fe, de manera adecuada e íntegra a este petitum, 
resolviendo coherentemente,  de fondo, veraz, verificable, suficiente, 
precisa, oportuna,   idónea,  accesible y congruente, todos y cada 

uno de los aspectos que integran la reclamación bajo análisis, me 
permito suministrarle los siguientes datos de contacto: 
 

Correo Electrónico: fercho3155@yahoo.es 
Celular                   : 3104153635-3116268003 
 

Igualmente, es propicia la oportunidad para expresarle los 
sentimientos de mi especial consideración por su oportuna respuesta y 
resolución efectiva de mi súplica en los términos dispuestos por el 
marco regulatorio del Derecho Fundamental de Petición. (Ley 1755 de 
2015). 
 
 
Atento Saludo, 
                   
 
 
CARMENZA TABARES LEIVA 
C.C. Nro. 29.809.569 de Sevilla (Valle) 
 
 

                 
 
 
 
 
 

 
 
 
 
 
 
 



 
 



 





































 


